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Panel integrado por su presidenta, la Juez Brignoni Mártir, el Juez 
Candelaria Rosa, la Jueza Álvarez Esnard y la Jueza Díaz Rivera. 
 

Díaz Rivera, Jueza Ponente 
 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de agosto de 2024. 

Comparece ante nos, Carmen López Álvarez por sí y en 

representación de su hija L. B. R. L. (recurrente) y nos solicitan que 

revisemos la Resolución Final emitida y notificada por el 

Departamento de Educación el 2 de mayo de 2024. Mediante dicho 

dictamen, el Departamento de Educación declaró No Ha Lugar la 

Querella que presentó la parte recurrente.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

revoca la Resolución Final de la cual se recurre. 

I.  

Según surge del expediente ante nuestra consideración, el 4 

de diciembre de 2023, la parte recurrente presentó una Querella 

ante el Departamento de Educación. En la misma, solicitó a los 

funcionarios de la agencia que le otorgaran tiempo compensatorio 

de servicios educativos por el tiempo lectivo que perdió durante el 

segundo semestre del año académico 2022-2023, como 

consecuencia de los arreglos que se le estaban realizando a la planta 

física del plantel. En la Querella, la parte recurrente incluyó, 



  

 

 

KLRA202400290  2 

 

 

específicamente, el período lectivo entre el 3 de abril hasta el 31 de 

mayo de 2023; período en el cual los servicios educativos se 

ofrecieron de 7:30 a.m. hasta las 12:00 p.m. Indicó, además, que 

para el año académico 2023-2024 el patrón de disminución de 

horario escolar y la pérdida de servicios continuó. Así pues, sostuvo 

que, desde el 7 de septiembre hasta el 16 de octubre de 2023, los 

servicios educativos se afectaron con la notificación de disminución 

de horario.  

Consecuentemente, la parte recurrente solicitó “que se 

conceda un año adicional de educación especial y servicios 

relacionados a mi hija L.B.R.L., a partir de enero de 2025. Asimismo, 

cada día de clase que ella pierda a causa del ausentismo de los 

maestros, de la mala planificación o de la negligencia del 

Departamento de Educación se le acreditará al final del periodo 

hasta agotar los días punto. Si el Departamento no puede cumplir 

con estos requerimientos, se exige la compra de servicios para ella 

en una institución privada”.  

El 14 de diciembre de 2023, el Departamento de Educación 

presentó una Contestación a Querella. A grandes rasgos, coligió que 

no se encuentran en incumplimiento con ningún servicio estipulado 

en el Plan Educativo Individualizado (PEI) 2023-2024. Explicó que 

la recurrente estuvo y está siendo servida conforme al PEI. Añadió 

que las controversias establecidas por la recurrente no están 

relacionadas con la Individuals with Disability Education Act (IDEA), 

pues las disputas no son con relación a la provisión de una FAPE ni 

con un incumplimiento con los servicios estipulados en el PEI 2023-

2024. Así, solicito la desestimación de la Querella por entender que 

el foro administrativo carecía de jurisdicción para atender el asunto, 

pues no se trataba de un incumplimiento con los servicios 

establecidos en el PEI.  
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Así las cosas, el 24 de enero de 2024, la parte recurrente 

presentó una Moción Asumiendo Representación Legal y Oposición a 

Desestimación. El 19 de marzo de 2024, se llevó a cabo una vista 

sobre el estado de los procedimientos y se concedió un término a las 

partes para que presentaran sus respectivos memorandos de 

derecho. Luego de varios incidentes procesales, el 22 de mayo de 

2024, el Departamento de Educación emitió una Resolución Final 

mediante la cual declaró No Ha Lugar la Querella. 

Insatisfecha, el 3 de junio de 2024, la parte recurrente acudió 

ante nos mediante un Recurso de Revisión Administrativa y alegó la 

comisión de los siguientes errores: 

PRIMER ERROR: Erró el foro administrativo al 
incumplir con preservas la grabación de los procesos de 

vista administrativa celebrados el 19 de abril de 2024. 
 
SEGUNDO ERROR: Erró el foro administrativo al no 

incluir en su Resolución determinaciones de hechos 
probados. 

 
TERCER ERROR: Erró el foro administrativo al basar 
su determinación en el Manual de Procedimientos de 

Educación Especial. 
 

CUARTO ERROR: Erró el foro administrativo al tomar 
en consideración la edad de la estudiante como 
elemento para adjudicar su derecho a compensación de 

servicios educativos. Cometió además el error de tomar 
en consideración los dos años de compensación que ya 
se le habían otorgado a la estudiante por Resolución 

administrativa por severos incumplimientos con sus 
derechos en años anteriores. Erró además el foro 

administrativo al concluir que no hubo incumplimiento 
con los Programas Educativos Individualizados de la 
estudiante. Erró al determinar que como el 

incumplimiento de la agencia se dio para todos los 
estudiantes de la escuela la estudiante no merece 
remedio alguno.   

 

Examinado el Recurso de Revisión Administrativa, este 

Tribunal emitió una Resolución el 7 de junio de 2024, concediéndole 

un término de veinte (20) días al Departamento de Educación para 

que expresara su posición al recurso. Oportunamente, el 

Departamento de Educación presentó su posición al recurso el 15 
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de julio de 2024.  Con el beneficio de la posición de las partes, 

procedemos a resolver.  

II.  

A. Revisión judicial de las determinaciones administrativas  

Es norma reiterada en nuestro ordenamiento jurídico que los 

tribunales apelativos están llamados a abstenerse de intervenir en 

las decisiones administrativas, ya que éstas poseen una presunción 

de legalidad y corrección. ECP Incorporated v. OCS, 205 DPR 268, 

281 (2020); Torres Rivera v. Policía de PR, 196 DPR 606, 626 (2016). 

Cónsono con ello, se ha resuelto que las decisiones de las agencias 

administrativas gozan de la mayor deferencia por los tribunales. 

Oficina de Ética Gubernamental v. Martínez Giraud, 210 DPR 79 

(2022). Ello debido a que dichos entes gubernamentales son los que 

poseen el conocimiento especializado y experiencia en los asuntos 

que les son encomendados. Super Asphalt v. AFI, 206 DPR 803, 819 

(2021). En los casos de revisión judicial, “[e]l criterio a aplicarse no 

es si la decisión administrativa es la más razonable o la mejor al 

arbitrio del foro judicial; es, repetimos, si la determinación 

administrativa, en interpretación de los reglamentos y las leyes que 

le incumbe implementar, es una razonable”. Rivera Concepción v. 

A.R.Pe, 152 DPR 116, 124 (2000). 

La Sección 4.5 de la Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017, según 

enmendada, (3 LPRA sec. 9675) (LPAU), dispone que “[l]as 

determinaciones de hechos de las decisiones de las agencias serán 

sostenidas por el tribunal, si se basan en evidencia sustancial que 

obra en el expediente administrativo”. Así pues, la intervención 

judicial en estos casos ha de centrarse en tres aspectos principales: 

(1) si el remedio concedido fue apropiado; (2) si las determinaciones 

de hechos están razonablemente sostenidas por la prueba y (3) si 

las conclusiones de derecho del organismo administrativo son 
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correctas. P.R.T.C. Co. v. J. Reg. Tel. de P.R., 151 DPR 269, 281 

(2000). Podemos decir que la deferencia reconocida a la decisión de 

una agencia administrativa cede en las siguientes circunstancias: 

cuando no está basada en evidencia sustancial, cuando el 

organismo administrativo ha errado en la aplicación de la ley y 

cuando ha mediado una actuación irrazonable o ilegal. T-JAC, Inc. 

v. Caguas Centrum Limited, 148 DPR 70, 80 (1999). 

Las determinaciones de hechos de los organismos y agencias 

administrativas tienen a su favor una presunción de regularidad y 

corrección. Henríquez v. Consejo Educación Superior, 120 DPR 194, 

210 (1987). De manera que los tribunales apelativos no intervienen 

con las determinaciones de hechos formuladas por una agencia 

administrativa si éstas están sostenidas por evidencia sustancial 

que surja del expediente administrativo. Asoc. Vec. H. San Jorge v. 

U. Med. Corp., 150 DPR 70, 75 (2000). 

Según lo ha definido el Tribunal Supremo en diversas 

ocasiones, evidencia sustancial es “aquella evidencia relevante que 

una mente razonable podría aceptar como adecuada para sostener 

una conclusión”. Hilton Hotels v. Junta Salario Mínimo, 74 DPR 670, 

687 (1953). Por ello, quien impugne las determinaciones de hechos 

de una agencia administrativa tiene el deber de presentar ante el 

foro judicial la evidencia necesaria que permita, como cuestión de 

derecho, descartar la presunción de corrección de la determinación 

administrativa. El peso de la prueba descansa entonces sobre la 

parte que impugna la determinación administrativa. Com. Vec. Pro-

Mej., Inc. v. J.P., 147 DPR 750, 761 (1999). Además, debe demostrar 

que existe otra prueba en el expediente que reduzca o menoscabe el 

valor probatorio de la evidencia impugnada, hasta el punto de que 

no se pueda concluir que la determinación de la agencia fue 

razonable de acuerdo con la totalidad de la prueba que tuvo ante su 

consideración. Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 76-77 (2002). 
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Las conclusiones de derecho, tal y como surge de la Sección 

4.5 de la LPAU, supra, pueden ser revisadas en todos sus aspectos. 

Sin embargo, esto no significa que, al ejercer su función revisora, 

podamos descartar liberalmente las conclusiones e interpretaciones 

de la agencia, sustituyendo el criterio de ésta por el propio. “Al 

evaluar los casos es necesario distinguir entre cuestiones de 

interpretación estatutaria, en la que los tribunales son especialistas, 

y cuestiones propias para la discreción o pericia administrativa”. 

Adorno Quiles v. Hernández, 126 DPR 191, 195 (1990). 

El foro judicial podrá sustituir el criterio del organismo 

administrativo por el propio únicamente en aquellas ocasiones que 

no encuentre una base racional que fundamente la actuación 

administrativa. No obstante, es axioma judicial que, ante la prueba 

pericial y documental, el tribunal revisor se encuentra en igual 

posición que el foro recurrido y, por tanto, está facultado para 

apreciar la prueba apoyándose en su propio criterio. Dye-Tex de P.R., 

Inc. v. Royal Ins. Co., 150 DPR 658, 662 (2000). 

Sin embargo, la deferencia judicial en la revisión de 

determinaciones administrativas no conlleva la renuncia de este 

Tribunal a su función revisora. Simplemente, define el carácter 

limitado de la función revisora a casos apropiados. La deferencia 

reconocida no equivale a la dimisión de la función revisora de este 

foro apelativo intermedio en instancias adecuadas y meritorias, 

como resulta ser cuando la agencia ha errado en la aplicación de la 

ley. Reyes Salcedo v. Policía de P.R., 143 DPR 85, 94 (1987). 

B. Grabación de las vistas adjudicativas ante las agencias  

La Sección 3.13 de la LPAU establece que las vistas 

administrativas deberán grabarse o estenografiarse, y el funcionario 

que presida la misma preparará un informe para la consideración 

de la agencia, o emitirá la decisión por escrito si le ha sido delegada 

la autoridad para ello. Asimismo, cuando una persona que padezca 



 
 

 
KLRA202400290    

 

7 

de sordera profunda, severa, moderada o leve, o que refleje cualquier 

otra situación de hipoacusia o condición que le impida comunicarse 

efectivamente, sea parte en un proceso adversativo incoado ante una 

agencia administrativa conforme a las disposiciones de esta Ley, o 

de alguna ley especial, la agencia, a solicitud de parte, podrá tomar 

aquellas medidas necesarias para que las vistas y demás procesos 

presenciales se conserven mediante algún método de grabación 

video-magnetofónico o digital que permita la reproducción de la 

grabación y garantice la preservación e integridad visual del proceso, 

particularmente de los interrogatorios, testimonios y 

argumentaciones prestadas o interpretadas mediante lenguaje de 

señas, labio lectura o a base de los acomodos razonables necesarios. 

Además, la Sección 3.22 de la referida Ley impone la 

obligación a las agencias administrativas de adoptar reglamentos 

que garanticen la grabación adecuada de los procesos de vista 

mediante videoconferencia para incorporarlo al expediente del caso 

administrativo en ánimo de asegurar la integridad del expediente 

para fines de revisión judicial. 

En cumplimiento con ese mandato, el Departamento de 

Educación adoptó el Reglamento del Procedimiento de Querellas 

Administrativas de Educación Especial y Sobre la Otorgación de 

Honorarios de Abogado.  En lo pertinente, dicho Reglamento 

establece lo siguiente:  

Artículo 7.5.2 - Durante la celebración de la vista 
administrativa  

a. Grabación de los procedimientos- Todos los 
procedimientos deben ser grabados por el Juez o 
Jueza Administrativa. El Juez Administrativo grabará 
todo procedimiento, independientemente del tiempo de 
duración de los procesos de la vista administrativa, 
utilizando grabadora digital y el(los) disco(s) 
compacto(s) (CD) se hará(n) parte del expediente que 
se entregue a la Unidad Secretarial del Procedimiento 
de Querellas y Remedio provisional del DE. Las partes 
no podrán grabar los procedimientos de la vista 
administrativa sin previa notificación y autorización 
del Juez Administrativo. El Juez Administrativo 
deberá advertir que esa grabación privada no 
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constituye la grabación oficial del procedimiento 
administrativo. De alguna de las partes requerir copia 
de la grabación, deberá solicitarlo mediante moción a 
esos efectos. El Juez deberá inmediatamente hacer 
llegar la copia de la grabación a la USPQRP para que 
esta haga entrega a las partes de la copia solicitada. 

 

III. 

En primer lugar, la recurrente arguye que el foro 

administrativo no preservó la grabación de los procedimientos en la 

vista administrativa celebrada el 19 de abril de 2024.  Añade, que a 

consecuencia de ese error este Tribunal de Apelaciones está 

impedido de revisar la totalidad de los eventos ocurridos en la vista 

y el alcance del testimonio de la directora escolar.  

Por su parte, la recurrida acepta que la totalidad del 

testimonio de la Sra. Vilma Vázquez no fue grabado y que, debido a 

que en el presente caso se señala como error la apreciación de la 

prueba, es indispensable la transcripción completa para que este 

Tribunal pueda ejercer su función revisora.  A esos efectos, nos 

solicita que se devuelva el presente caso al Foro Administrativo de 

Educación Especial para que se celebre una nueva vista en la que 

se graben los procedimientos, según lo requiere nuestro 

ordenamiento jurídico.   

Según señaláramos anteriormente, la intervención de este 

Tribunal de Apelaciones en los casos de revisión judicial ha de 

centrarse en tres aspectos, entre los cuales se encuentra si las 

determinaciones de hechos están razonablemente sostenidas por la 

prueba.  P.R.T.C. Co. v. J. Reg. Tel. de P.R., supra. Para ello, es 

necesario contar con la regrabación de la vista adjudicativa 

celebrada el 19 de abril de 2024, pues parte de la prueba admitida 

y en la cual la agencia basó la Resolución recurrida es el testimonio 

de la Directora Escolar, el cual no fue grabado.  En ese sentido y 

como bien señalan ambas partes, este Tribunal está impedido de 

ejercer su función revisora en el presente caso.  Ello es así, pues no 
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contamos con la totalidad de la prueba admitida debido a que la 

vista no fue grabada en su totalidad.  Por esa razón, procede que se 

devuelva el caso al foro administrativo para que se celebre una 

nueva vista administrativa en la que se graben los procedimientos, 

según lo exige nuestro ordenamiento jurídico. De esa manera, de ser 

necesario, este Tribunal podrá ejercer su función revisora 

adecuadamente.  En atención a lo anterior, resulta innecesario 

discutir los restantes señalamientos de errores. 

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, los que 

hacemos formar parte del presente dictamen, se revoca la Resolución 

recurrida y se devuelve el caso al Foro Administrativo para la 

celebración de una nueva vista adjudicativa que sea grabada 

conforme lo exige nuestro ordenamiento jurídico.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 
 
 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


